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Ínfimo control sobre millonarios gastos electorales 

Al garete financiamiento de los partidos

• Contraloría y TSE se achacan la responsabilidad

Mauricio Herrera U. mherrera@nacion.com Lunes 1 de octubre, 2001.
Primera parte. En Costa Rica hay leyes, reglamentos detallados y normativas abundantes para controlar el financiamiento de los partidos políticos, pero existen numerosas formas para evadir las regulaciones, la responsabilidad de las instituciones está diluida y las sanciones son inoperantes.

Luego del próximo proceso electoral, el Estado distribuirá casi ¢5.000 millones entre los partidos políticos que obtengan más del cuatro por ciento de los votos para la presidencia o el Congreso.

	Infográficos: 

  Contante y sonante
  A escala nacional
Noticia relacionada: 

  16 agrupaciones tras la Presidencia


Sin embargo, al sumar las contribuciones privadas, el gasto real de las agrupaciones oscilaría entre ¢6.000 y ¢7.000 millones, y hay quienes dicen que puede ascender a mucho más.

A partir de octubre y hasta febrero próximo, los partidos deben rendir informes mensuales sobre sus gastos al TSE. Precisamente, el Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) convocará hoy a los comicios a las 10 a. m. (Información adjunta).
Los controles sobre el uso y recaudación del dinero son apenas un trámite y prácticamente todos pueden burlarse. El TSE y la Contraloría General de la República se achacan mutuamente la reponsabilidad, y hasta tienen argumentos legales para hacerlo.

Los partidos Unidad Social Cristiana (PUSC) y Liberación Nacional (PLN) calculan que cada uno gastará aproximadamente ¢2.400 millones en la campaña, y de esa suma esperan que el Estado financie cerca de ¢1.800 millones. El resto debería ser cubierto con fondos privados.

Sin embargo, exfuncionarios de partidos y exdirigentes financieros de campañas afirman que los aportes privados pueden significar hasta el 50 por ciento del financiamiento electoral

El gasto de los partidos emergentes, en conjunto, podría rondar los ¢1.000 millones.

Ping-pong legal

Quien desee aportar dinero a una campaña política en forma anónima, puede hacerlo sin preocupaciones. Sin embargo, dicho mecanismo es prohibido y quien lo haga se expone a una pena de entre dos y seis años de prisión.

Legalmente ninguna institución estatal tiene la obligación de verificar la veracidad y exactitud de la información sobre las contribuciones que los partidos políticos entregan al TSE. 

Nunca nadie ha sido acusado, pese a que es una práctica cotidiana que los partidos no reporten muchas de las contribuciones privadas que reciben.

Tampoco se permite que los partidos acepten dinero de extranjeros, a menos que sea para actividades de capacitación. 

Si es difícil vigilar los aportes de dinero, todavía es más complicado supervisar las contribuciones en especie, aquellas en las cuales un empresario presta sus autobuses, o una gran compañía cede a un candidato parte de su pauta publicitaria en televisión o le presta su avioneta o autos. 

"Ni la ley ni la institución nos impone a nosotros la obligación de andar de policías investigando las televisoras o los periódicos para ver cuánto le rebajaron al partido, tampoco andamos mirando las facturas, no tenemos obligación, y por dicha no la tenemos", afirma el presidente del TSE, Óscar Fonseca.

"El elemento más crítico (de una campaña) es la contribución privada. Si bien es cierto el financiamiento público tiene problemas, debilidades y eventualmente irregularidades, que no se pueden minimizar, de la otra parte sabemos muy poco, es más no sabemos cuánto es", declaró el contralor, Luis Fernando Vargas.

Letra muerta

El financiamiento electoral está regulado por la Constitución Política, el Código Electoral, y los reglamentos del TSE y de la Contraloría sobre el pago de los gastos a los partidos políticos, además de la jurisprudencia del Tribunal.

Sin embargo, las diferentes regulaciones trasladan responsabilidades de una institución otra.

	Día "E" 
PLN y PUSC gastarán ¢400 millones cada uno el día de las elecciones 


Para Fonseca, aunque el TSE tiene la última palabra en la distribución del dinero estatal a los partidos políticos, la ley traslada la fiscalización al ente contralor.

"Es mediante la Contraloría que se investiga si los documentos son idóneos, si se aceptan o no. En última instancia se puede apelar ante el TSE", advirtió el magistrado.

Pero el TSE sostiene que no cuenta con la potestad de denunciar, y si alguien presenta alguna acusación, el Tribunal solo traslada el caso al Ministerio Público.

Un problema adicional es que la Sala IV, al acoger una acción de inconstitucionalidad en 1996, suspendió la aplicación de los delitos electorales por esos casos. Ante esto, la Fiscalía desestima las denuncias.

La acción ya fue resuelta pero la Sala Constitucional no ha redactado el voto y se desconoce cuáles delitos electorales podrían ser inconstitucionales. 

Torbellino de millones

El Estado reconoce los gastos justificables efectuados por los partidos políticos en la campaña, si están documentados, pero en la vorágine de la competencia los controles internos se flexibilizan y con los proveedores los partidos negocian canjes, descuentos y ventajas cuyos detalles son difíciles de supervisar para la Contraloría. 

Al final es complicado determinar si lo cobrado por los partidos es lo que realmente pagaron. 

En la campaña electoral de 1998, el PUSC tuvo derecho a recibir ¢1.755 millones y presentó facturas por ¢ 2.435 millones, pero el Estado solo aceptó pagarle ¢1.602 millones.

El PLN tuvo derecho a ¢1.581 millones, quiso cobrar ¢1.748 millones y finalmente solo le avalaron ¢ 1.333 millones. Mientras que Fuerza Democrática, que tenía derecho a obtener ¢174 millones, pretendió cobrar ¢252 millones y al final solo obtuvo ¢67 millones.

Las razones para reducir los montos fueron tan serias como la inexistencia de comprobantes del gasto, registros duplicados de gastos y supuestos pagos que no fueron recibidos por el beneficiario.

El jefe de campaña del PLN, Johnny Araya, afirma que el partido tiene auditoría interna y un departamento de contabilidad para asegurarse del buen uso del dinero, pero acepta que cuando la campaña calienta, es difícil controlar el flujo de los recursos.

Para el tesorero del PUSC, Fernán Guardia, una vez que la campaña comienza hay que cubrir los gastos de 482 clubes en todo el país, y aunque se procura hacerlo en forma ordenada, no siempre es posible. 

En el torbellino, los partidos deben atender peticiones millonarias urgentes para organizar plazas públicas, pagar gastos de clubes o pautar publicidad, y el seguimiento al uso de ese dinero es, cuando mucho, muy débil.

Un cálculo conservador indica que diariamente cada uno de los partidos mayoritarios podría gastar más de ¢20 millones diarios –incluidos sábados y domingos– entre octubre y febrero.

Es ilusorio saber hacia dónde va cada colón, y mucho podría quedarse en el camino.

Mañana: Débil control sobre fondos públicos.
